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RESUMEN: El condohotel es hoy una de las fórmulas de inversión turística más extendidas en el litoral pacífico costarricense. Sin embargo, cuando se desarrolla sobre una concesión municipal en la zona marítimo terrestre (ZMT), el esquema queda atrapado en un vacío normativo: ni la Ley N.° 6043 ni su Reglamento lo regulan, y en la práctica se instrumenta mediante una "concesión madre" de la que derivan "subconcesiones" por unidad, sujeta casi por completo a la autonomía de la voluntad y a los usos y costumbres validados por el Instituto Costarricense de Turismo. Ese vacío expone al adquirente —con frecuencia un inversionista extranjero— a riesgos que el derecho comparado ya ha identificado y mitigado en otros contextos de aprovechamiento por turno: falta de publicidad registral, elusión de impedimentos subjetivos, ausencia de reglas de gobernanza y denominación comercial engañosa. A partir del marco vigente de la ZMT, de la doctrina costarricense sobre propiedad cuadridimensional y del derecho comparado español y europeo, este artículo sostiene que la naturaleza demanial del suelo impide constituir sobre él una verdadera multipropiedad inmobiliaria, y propone en su lugar la creación de un derecho real administrativo de aprovechamiento turístico por turno, inscribible en el Registro de Concesiones y dotado de reglas expresas de publicidad, gobernanza interna e información al consumidor.
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ABSTRACT: The condo-hotel is today one of the most widespread tourism investment schemes on Costa Rica's Pacific coast. When built on a municipal concession within the maritime-terrestrial zone (a public-domain coastal strip), however, the model falls into a genuine regulatory gap: neither the governing statute (Law No. 6043) nor its regulations address it, and in practice it is structured through a "master concession" from which individual "sub-concessions" are derived for each unit, governed almost entirely by contractual freedom and by usages informally validated by the Costa Rican Tourism Board. That gap exposes purchasers — often foreign investors — to risks already identified and addressed elsewhere in comparative timeshare law: lack of registry publicity, circumvention of subjective eligibility requirements, absent governance rules, and misleading commercial labeling. Drawing on the current legal framework of the maritime-terrestrial zone, on Costa Rican doctrine on "four-dimensional property," and on Spanish and European comparative law, this article argues that the public-domain nature of the land forecloses true multi-ownership over it, and proposes instead the creation of an administrative real right of touristic timeshare, registrable in the Concessions Registry and subject to express rules on publicity, internal governance, and consumer information.
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1. INTRODUCCIÓN
Costa Rica vive, desde hace más de una década, un auge sostenido de la inversión inmobiliaria turística en su litoral pacífico, particularmente en la provincia de Guanacaste. Una de las fórmulas más extendidas para financiar y comercializar ese tipo de desarrollos es el condohotel: un esquema en el que quien adquiere una unidad dentro de un complejo hotelero acepta usarla de forma privativa solo durante una porción limitada del año, cediendo el resto del tiempo a la operación hotelera común, a cambio de una participación en las utilidades generadas por esa explotación colectiva.
Cuando el condohotel se construye sobre propiedad privada, el ordenamiento costarricense ofrece, al menos en teoría, herramientas dogmáticas para estructurarlo: el condominio, la sociedad con acciones preferentes, o la más ambiciosa propuesta doctrinal de la propiedad cuadridimensional, que suma la variable del tiempo a las tres dimensiones espaciales tradicionales del inmueble. Pero una parte significativa del desarrollo hotelero costarricense —el de primera línea de playa— no se asienta sobre propiedad privada, sino sobre concesiones municipales otorgadas en la zona marítimo terrestre (ZMT), un bien de dominio público. Y allí, el condohotel queda atrapado en un vacío normativo real: ni la Ley N.° 6043 sobre la Zona Marítimo Terrestre ni su Reglamento contemplan la figura, que en la práctica se instrumenta mediante una "concesión madre" de la que derivan "subconcesiones" por unidad, sujeta casi por completo a la autonomía de la voluntad contractual y a los usos y costumbres validados administrativamente por el Instituto Costarricense de Turismo (ICT).
Este artículo sostiene dos tesis. La primera, de diagnóstico: ese vacío no es inocuo, porque traslada a quien adquiere una subconcesión —con frecuencia un inversionista extranjero sin especial conocimiento del derecho público costarricense— riesgos jurídicos concretos que el derecho comparado ya ha identificado y mitigado en otros contextos de aprovechamiento por turno. La segunda, propositiva: esos riesgos pueden y deben resolverse no forzando la figura de la propiedad cuadridimensional sobre un suelo que, por su naturaleza demanial, no la admite, sino mediante la creación de un derecho real administrativo de aprovechamiento turístico por turno, expresamente regulado, inscribible en el Registro de Concesiones y dotado de reglas mínimas de publicidad, gobernanza interna e información al consumidor.
Para sostener ambas tesis, el artículo repasa primero la naturaleza de la concesión como derecho real administrativo (2.1); describe el funcionamiento del condohotel y la fórmula de concesión madre y subconcesiones (2.2); explica por qué la propiedad cuadridimensional no es jurídicamente viable sobre suelo demanial (2.3); diagnostica los riesgos concretos del vacío normativo vigente (2.4); revisa las lecciones aprovechables del modelo español y europeo de aprovechamiento por turno (2.5); y desarrolla, a partir de todo lo anterior, una propuesta normativa concreta (2.6).
2. DESARROLLO
i. La concesión en la ZMT como derecho real administrativo
La zona marítimo terrestre es, por disposición del artículo 1 de la Ley N.° 6043, patrimonio nacional perteneciente al Estado, inalienable e imprescriptible. El artículo 3 reserva a las municipalidades su dominio, desarrollo y uso dentro de su jurisdicción, y los artículos 39 y siguientes las habilitan a otorgar, sobre la franja restringida, derechos de uso y aprovechamiento a favor de particulares mediante la figura de la concesión.
La doctrina administrativa —cuya formulación más completa se debe a González Pérez (1984)— distingue la concesión de la propiedad privada precisamente porque no traslada el dominio del bien: crea sobre él un derecho real administrativo, esto es, un derecho subjetivo, de naturaleza real, cuyo objeto es siempre un bien de dominio público. Se trata de un poder directo e inmediato del concesionario sobre el bien público, oponible a terceros —incluida la propia Administración concedente, salvo dentro de la llamada "línea de precariedad", es decir, la facultad de esta de declarar extinguido el derecho antes de su plazo cuando lo exija el interés público, con la correspondiente indemnización—, susceptible de garantía, pero limitado en el tiempo (entre cinco y veinte años, prorrogables, según el artículo 48), sujeto a impedimentos subjetivos específicos para el concesionario (artículo 47), y revocable por las causas tasadas en los artículos 13 a 16 y 43, 52 y 53 de la ley. La titularidad originaria del bien permanece siempre en la municipalidad; lo que el concesionario adquiere es un haz de facultades de uso y explotación, no una relación de propiedad en sentido civil.
Esta naturaleza jurídica —derecho real, pero de contenido administrativo y no dominical— es la premisa de todo lo que sigue: cualquier figura que se construya sobre una concesión de la ZMT hereda necesariamente esos límites, y ninguna arquitectura contractual privada puede transformarla, por sí sola, en un derecho de propiedad pleno.
Dentro de la clasificación de los derechos reales administrativos según las facultades que confieren a su titular —derechos de goce, que a su vez se dividen en derechos de uso, de disfrute y de consumo de la cosa, y derechos de adquisición, como el tanteo, el retracto y la reversión— (González Pérez, 1984), la concesión turística ordinaria de la ZMT se configura, ante todo, como un derecho de uso: confiere al concesionario la ocupación y explotación directa del lote, sin que ello implique, por sí solo, un derecho a los frutos de una actividad ajena. El derecho real administrativo de aprovechamiento turístico por turno que este artículo propone en el apartado 2.6, en cambio, combina esa misma facultad de uso —la ocupación privativa de la unidad durante el período de tiempo asignado— con un derecho de disfrute, en la medida en que el subconcesionario participa, además, de los rendimientos de la explotación hotelera común que él mismo no realiza directamente, en un esquema análogo al que la propia doctrina reconoce para quien recibe el derecho a los productos de una explotación concesionada a un tercero (González Pérez, 1984). Esa doble naturaleza —de uso y de disfrute a la vez— es, precisamente, lo que distingue a la propuesta de una simple concesión turística ordinaria, y justifica su tratamiento como una categoría específica dentro del género de los derechos reales administrativos.
ii. El condohotel: funcionamiento y la fórmula de concesión madre y subconcesiones
En su versión más común, el condohotel divide el año calendario entre el uso privativo del adquirente de la unidad —habitualmente entre dos y catorce semanas, aunque la proporción varía de un proyecto a otro— y la explotación hotelera común del resto del tiempo, administrada por un operador especializado que comercializa todas las unidades como habitaciones de un mismo hotel y distribuye las utilidades entre los propietarios según reglas pactadas contractualmente. Se trata, en esencia, de una combinación entre multipropiedad hotelera y financiamiento de proyecto: el desarrollador obtiene recursos de la venta anticipada de las unidades, y el adquirente obtiene tanto un derecho de uso vacacional como una expectativa de renta.
Sobre suelo de propiedad privada, ese esquema suele instrumentarse mediante un condominio ordinario, cuyas fincas filiales se inscriben individualmente en el Registro Nacional a nombre de cada comprador. Sobre una concesión de la ZMT esa vía está cerrada, porque el carácter demanial del suelo impide segregarlo en fincas filiales de propiedad plena. La práctica costarricense —descrita ya por la doctrina especializada en la afectación de concesiones al régimen de propiedad colectiva (Arias Córdoba, s.f.)— ha resuelto el problema mediante una fórmula distinta: la concesión municipal originaria opera como "concesión madre", y de ella derivan "subconcesiones" individuales por unidad, cada una sujeta al plazo, los cánones y los impedimentos subjetivos de la concesión de la que provienen. El comprador de una unidad de condohotel en la ZMT no adquiere, entonces, una finca filial en propiedad, sino una subconcesión administrativa: un derecho derivado, temporal y dependiente de la concesión madre.
Sobre esa base jurídica se monta, después, el reparto contractual del tiempo de uso entre el subconcesionario y la operación hotelera común, así como la distribución de utilidades: un entramado enteramente privado que, como se verá, el ordenamiento costarricense no regula ni supervisa de forma específica.
iii. Por qué la propiedad cuadridimensional no es viable sobre suelo demanial
La doctrina costarricense ha explorado, desde hace más de dos décadas, una vía alternativa para dar sustento real —y no meramente obligacional— a los esquemas de uso temporal de inmuebles: la propiedad cuadridimensional, que suma el tiempo, como cuarta dimensión jurídicamente relevante, a las tres dimensiones espaciales de todo inmueble (Montejo, 1999). Bajo esta construcción, cada multipropietario es titular de un verdadero derecho real —inscribible, heredable y oponible erga omnes— sobre una unidad determinada, limitado en su ejercicio al período de tiempo que le fue asignado, dentro de una estructura que exige necesariamente sujeto plural, objeto (unidad y áreas comunes) y una organización interna de gobierno (asamblea, administrador, reglamento).
El presupuesto ineludible de esa construcción es que el desarrollador ostente el dominio pleno del inmueble antes de fraccionarlo en el tiempo: solo puede inscribirse una propiedad cuadridimensional allí donde existía, previamente, una propiedad tridimensional susceptible de segregarse en fincas filiales. Ese presupuesto falta, por definición, en la ZMT: el suelo es inalienable e imprescriptible (artículo 1 de la Ley N.° 6043), pertenece al Estado, y el concesionario —cualquiera que sea la sofisticación de su estructura contractual— jamás llega a ser su dueño. En consecuencia, sobre una concesión de la ZMT no puede constituirse una verdadera multipropiedad inmobiliaria ni, por extensión, una propiedad cuadridimensional en sentido estricto; lo único jurídicamente disponible es la fórmula de concesión madre y subconcesiones descrita en el apartado anterior, que es una relación de derecho administrativo derivado y no un derecho real de propiedad privada.
Esta conclusión tiene una consecuencia práctica que la propia doctrina sobre propiedad cuadridimensional ya había anticipado en otro contexto: la denominación comercial que se dé a un producto inmobiliario —"multipropiedad", "propiedad vacacional" o similar— no determina su naturaleza jurídica, la cual depende exclusivamente de la estructura legal efectivamente empleada (Montejo, 1999). Vender subconcesiones de la ZMT como si fueran "propiedad" induce a error a quien las adquiere.
iv. El vacío normativo vigente y sus riesgos concretos
Ninguna disposición de la Ley N.° 6043 ni de su Reglamento regula de manera específica al condohotel ni a la fórmula de concesión madre y subconcesiones sobre la que se asienta. La única excepción parcial es el régimen especial del Proyecto Turístico Golfo de Papagayo, cuyo Reglamento sí contempla expresamente la posibilidad de someter una concesión a un régimen de condominio, incluida la regla de que la eventual cancelación de la finca matriz no afecta a las fincas filiales ya constituidas. Fuera de Papagayo —es decir, en la inmensa mayoría de las concesiones turísticas de la ZMT— no existe ninguna disposición equivalente, y el condohotel se rige íntegramente por la autonomía de la voluntad contractual y por los usos y costumbres que el ICT ha ido validando administrativamente, caso por caso.
Ese vacío se traduce en riesgos concretos y actualmente desatendidos. Primero, un déficit de publicidad registral: el Registro de Concesiones (artículo 30 de la Ley N.° 6043) inscribe la concesión madre, pero no existe una norma que obligue a inscribir cada subconcesión individual con su propio período de tiempo asignado, de modo que quien adquiere una unidad carece de la misma seguridad jurídica registral que tendría el comprador de una finca filial de condominio ordinario. Segundo, una laguna subjetiva: los impedimentos del artículo 47 —residencia, nacionalidad, domicilio social— rigen sin duda para el concesionario de la concesión madre, pero ninguna norma extiende expresamente esa exigencia a quien adquiere una subconcesión derivada, lo que abre una vía de elusión. Tercero, una ausencia casi total de reglas de gobernanza: la distribución de utilidades entre subconcesionarios, la fijación de tarifas de alquiler y la toma de decisiones sobre la operación hotelera común dependen enteramente de lo que cada contrato particular disponga, sin un marco legal supletorio que proteja a la parte con menor poder de negociación. Cuarto, un riesgo de dependencia no advertido: la subconcesión se extingue necesariamente si se extingue, se cancela o vence la concesión madre (artículos 13 a 16, 43, 52 y 53 de la Ley N.° 6043), pero nada obliga hoy al desarrollador a informar de ese riesgo, ni a advertir el plazo remanente exacto de la concesión madre, al momento de vender cada unidad. Quinto, y como se explicó en el apartado anterior, un riesgo de denominación engañosa, al comercializarse subconcesiones administrativas temporales bajo etiquetas —"propiedad", "multipropiedad"— que sugieren un dominio pleno que la figura no otorga.
v. Lecciones del derecho comparado: el modelo español y europeo de aprovechamiento por turno
España enfrentó, a partir de la década de 1990, un problema distinto en su origen pero análogo en sus síntomas: la proliferación de esquemas de "multipropiedad" vacacional que generaban litigiosidad masiva por falta de información al consumidor y por la confusión deliberada entre derechos de uso temporal y derechos de propiedad. La respuesta fue la Ley 4/2012, de contratos de aprovechamiento por turno de bienes de uso turístico, que sustituyó a la primera ley de 1998 y transpuso la Directiva 2008/122/CE del Parlamento Europeo y del Consejo.
El modelo español ofrece, para el problema costarricense, cuatro lecciones aprovechables en su técnica regulatoria, con independencia de que allí el bien subyacente sea de propiedad privada y aquí de dominio público. La primera es la creación de un derecho real específico y nominado —el "derecho de aprovechamiento por turno"— distinto de la propiedad ordinaria, con su propio régimen de constitución, duración (superior a un año y no mayor de cincuenta) e inscripción registral, en vez de forzar la figura de la propiedad plena sobre una realidad que no lo es. La segunda es la prohibición expresa de emplear las palabras "multipropiedad" o "propiedad" —o cualquier término que sugiera dominio— para designar comercialmente un derecho que no lo es. La tercera es la imposición de deberes mínimos de información precontractual: identificación exacta del bien y del derecho ofrecido, duración, precio total, servicios incluidos y su régimen de actualización. La cuarta es el reconocimiento de un plazo de desistimiento de catorce días naturales, sin penalización ni necesidad de justificación, período durante el cual queda además prohibido exigir o recibir cualquier pago del adquirente —una salvaguarda inspirada directamente en la Directiva europea 2008/122/CE, que fijó ese mismo estándar mínimo para todo el mercado interior.
Ninguna de estas cuatro técnicas exige que el bien subyacente sea de propiedad privada: todas son trasladables, con los ajustes de derecho público que se explican a continuación, a un derecho derivado de una concesión administrativa sobre dominio público.
vi. Propuesta: un derecho real administrativo de aprovechamiento turístico por turno
A partir del diagnóstico anterior, este artículo propone la incorporación a la Ley N.° 6043 de un nuevo capítulo que regule expresamente el condohotel y demás esquemas de uso temporal edificados sobre concesiones de la ZMT, mediante la creación de un derecho real administrativo de aprovechamiento turístico por turno, con el siguiente contenido mínimo.
Primero, una definición legal expresa de la concesión madre y la subconcesión, elevando a rango normativo lo que hoy es solo una construcción doctrinal y contractual (Arias Córdoba, s.f.), de modo que ambas figuras y su relación de dependencia queden claramente establecidas para el concesionario, el subconcesionario, la municipalidad y el Registro Nacional.
Segundo, la inscripción obligatoria de cada subconcesión en el Registro de Concesiones ya existente (artículo 30 de la Ley N.° 6043), mediante una submatrícula vinculada a la matrícula de la concesión madre —extendiendo, para ese fin, el mismo sistema de codificación por provincia y letra "Z" que el Registro emplea actualmente— que identifique la unidad, el período de tiempo asignado y el plazo remanente de la concesión madre. Esto otorgaría a cada subconcesionario una publicidad registral hoy inexistente, sin necesidad de fingir que se trata de una propiedad privada inscrita.
Tercero, la extensión expresa de los impedimentos subjetivos del artículo 47 a quien adquiera una subconcesión o un derecho de uso derivado de ella, cerrando la vía de elusión señalada en el apartado 2.4.
Cuarto, una regla de denominación comercial, inspirada en la Ley 4/2012 española, que prohíba anunciar o vender una subconcesión de la ZMT empleando los términos "propiedad", "multipropiedad" o "copropiedad", y que obligue a advertir, en toda pieza publicitaria y en el contrato mismo, que el derecho ofrecido es una subconcesión administrativa temporal sobre un bien de dominio público.
Quinto, deberes mínimos de información precontractual —identificación de la concesión madre y su vencimiento, plazo exacto de uso privativo, cuotas de mantenimiento y su fórmula de actualización, reglas de distribución de utilidades de la operación hotelera común— y el reconocimiento de un plazo de desistimiento de catorce días naturales sin penalización, con prohibición de exigir anticipos durante ese período, tomando como modelo tanto la Ley 4/2012 como la Directiva 2008/122/CE, y articulándolo con las facultades ya existentes de la Ley N.° 7472 de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor.
Sexto, un régimen mínimo de gobernanza para la comunidad de subconcesionarios de cada condohotel, que adapte —con las necesarias precisiones de derecho público— la arquitectura organizativa que la propia doctrina costarricense diseñó para la propiedad cuadridimensional: asamblea de subconcesionarios, administrador y reglamento interno de uso y distribución de utilidades, de aplicación supletoria a falta de pacto expreso más favorable al subconcesionario. Esta es, quizás, la propuesta más innovadora del presente trabajo: trasladar el aparato de gobierno pensado para un derecho real pleno (Montejo, 1999) a una relación de naturaleza administrativa y derivada, tendiendo un puente entre dos familias doctrinales —la propiedad colectiva y la concesión demanial— que hasta ahora se han desarrollado por separado en la literatura costarricense.
Séptimo, y por último, una regla de dependencia expresa que confirme —y obligue a divulgar al momento de la venta— que la subconcesión se extingue automáticamente por cualquiera de las causas de extinción o cancelación de la concesión madre, sin que ello genere para el subconcesionario más derecho que el reconocimiento limitado de mejoras que la propia Ley N.° 6043 prevé para el concesionario.
Esta reforma puede aprobarse como un capítulo específico dentro de la Ley N.° 6043 —la vía más rápida, por aprovechar la infraestructura registral y administrativa ya existente— sin perjuicio de que, a más largo plazo, el legislador costarricense explore la alternativa, más ambiciosa, de una ley marco de propiedad colectiva que ordene en capítulos especializados al condominio, los desarrollos hoteleros y la propiedad cuadridimensional, evitando la dispersión normativa que hoy caracteriza a esta materia.
3. CONCLUSIONES
El condohotel construido sobre una concesión de la zona marítimo terrestre no es una anomalía marginal, sino una de las formas más comunes de inversión turística en el litoral pacífico costarricense. Su tratamiento jurídico actual, sin embargo, sigue anclado en la sola autonomía de la voluntad, sin más apoyo normativo que la analogía y los usos administrativos validados caso por caso por el Instituto Costarricense de Turismo. Este artículo ha mostrado que ese vacío no es una simple imperfección técnica: expone a quien adquiere una unidad a riesgos identificables —falta de publicidad registral, elusión de los impedimentos subjetivos, ausencia de reglas de gobernanza, desconocimiento del riesgo de dependencia frente a la concesión madre y denominación comercial engañosa— que el derecho comparado ya ha enfrentado y resuelto en otros contextos de aprovechamiento por turno.
La vía para resolverlo no es forzar sobre suelo demanial una propiedad cuadridimensional que, por definición, presupone el dominio pleno que el concesionario nunca llega a tener. La vía es, en cambio, reconocer la especificidad de la relación —un derecho real administrativo derivado, no una propiedad privada— y regularla como tal: con inscripción registral propia, impedimentos subjetivos extendidos, reglas de denominación comercial honesta, deberes mínimos de información y desistimiento al consumidor, y un régimen supletorio de gobernanza inspirado, con las adaptaciones de derecho público necesarias, en la arquitectura que la propia doctrina costarricense ya desarrolló para la propiedad cuadridimensional.
Una reforma en este sentido no solo protegería al subconcesionario —con frecuencia un inversionista extranjero que confía en la seriedad del sistema registral costarricense—; también fortalecería la posición del propio Estado como administrador del demanio costero, al dotar de trazabilidad y control a un fenómeno que hoy crece, en gran medida, fuera de su radar regulatorio. Queda para el legislador la decisión de la vía formal —capítulo especial en la Ley N.° 6043 o, más adelante, una ley marco de propiedad colectiva—, pero no debería quedar más tiempo pendiente la decisión de fondo: que el condohotel en la zona marítimo terrestre deje de ser, jurídicamente, tierra de nadie.
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